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TLA promueve larga sesión de conciliación en torno a Hidroeléctrica panameña

Antigua, Guatemala, 9/sep/08 - Una prolongada reunión entre los representantes de las comunidades Naso y Ngöbe, de la provincia de Bocas del Toro, en Panamá, de la Autoridad Nacional del Ambiente y de la empresa Hidroecológica del Teribe, una sucursal de las Empresas Públicas de Medellín, en torno a la construcción de una represa en territorios indígenas, fue el resultado de la presentación del caso hoy en la audiencia que el Tribunal Latinoamericano del Agua está llevando a cabo en la ciudad de Antigua, Guatemala.

El inicio de las obras de construcción de la represa provocó violentos incidentes, a fines del año pasado y principios de este, cuando miembros de las comunidades atacaron la maquinaria y trabajadores de la empresas.

Desde entonces persiste una tensa situación en la zona, donde se tiene proyectado construir tres embalses.

Uno de ellos, en el río Bonyic-Teribe, estará a cargo de Hidroecológica del Teribe, y los otros dos, de la empresa AES Corporation.

En la audiencia de hoy, miembros de la Alianza para la Conservación y el Desarrollo, que representa a pobladores de la zona de las etnias Naso y Ngöbe explicaron que los proyectos implican la inundación de unas 2.500 hectáreas en asentamientos indígenas, donde viven cerca de cinco mil personas.

Los denunciantes aseguraron que las represas amenazan la integridad cultural y los medios de vida de las comunidades, así como la diversidad ecológica de los sistemas acuáticos y terrestres del bosque protector Palo Seco, zona de amortiguamiento del Parque Internacional “La Amistad”.

A la audiencia asistieron representantes de la Autoridad Nacional del Ambiente de Panamá y de la empresa Hidroecológica del Teribe, que explicaron sus puntos de vista en torno a la obra y defendieron lo actuado hasta ahora.

Como resultado de la audiencia, los representantes de las partes sostenían una prolongada reunión, la primera de carácter formal entre ellos, para analizar sus posiciones, y que concluyó con un acuerdo para seguir las conversaciones en torno a la obra y sus efectos en la región.

El representante de la Autoridad Nacional del Ambiente de Panamá, Harley Mitchell Morán, insistió en que, para el estado panameño, “los derechos humanos son un bloque indivisible y los derechos ambientales son parte de esos derechos”.

El derecho ambiental aplica para todos los ciudadanos, afirmó, y las autoridades panameñas del ambiente “no tienen ningún tipo de negocio con las empresas”. 

“El que contamina paga, esa es la norma que ha aplicado la autoridad ambiental. Cualquier proyecto forma parte de la gestión ambiental del país y será observado con el mayor rigor por el gobierno”, afirmó Mitchell.

Por su parte, Julio Zuluaga, de Empresas Públicas de Medellín, reconoció la importancia de este primer encuentro con los representantes de las comunidades, aunque las negociaciones apenas empiezan. 

“El proyecto ha sido obstaculizado por un grupo opositor de la etnia Teribe, generando un conflicto que fue analizado hoy en la sesión del Tribunal Latinoamericano del Agua”, afirmó.

“El proyecto consiste en generar energía a partir del aprovechamiento de las aguas de la quebrada Bonyic, que es tributaria del río Teribe y va a producir 30 Mw de energía limpia, que permitirá aliviar la dependencia de Panamá de la energía térmica”, explicó.

Según Zuluaga, el embalse cubre 18 ha y será necesario construir 20 km de carreteras para llegar al sitio de las obras, en una zona de bosques primarios protegidos, de amortiguación del Parque de la Amistad, inhabitada.

El estudio de impacto ambiental adelantado por una firma de consultoría panameña indica que, por el pequeño tamaño del proyecto y porque no hay desplazamiento de población los impactos son de baja magnitud. Son tres mil indígenas, pero alrededor de las obras viven unas 600 personas, añadió Zuluaga, para quien la resistencia al proyecto se da “más por un problema político interno de la comunidad”.

“Esperamos que los opositores sienten a conversar con nosotros acerca de el plan de manejo ambiental del proyecto, que tiene medidas que permiten trabajar con comunidades indígenas y con ellas establecer medidas de protección del bosque y de su territorio”, añadió.
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